

MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA LA “CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN DE COOPERACIÓN Y DESARROLLO ECONÓMICOS Y SUS PROTOCOLOS SUPLEMENTARIOS NÚMEROS 1 Y 2”, TODOS ADOPTADOS EN PARÍS, EL 14 DE DICIEMBRE DE 1960.
SANTIAGO, enero 8 de 2010.-
MENSAJE Nº 1790-357/
Honorable Cámara de Diputados:

A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE  LA  H.

CÁMARA  DE

DIPUTADOS
Tengo el honor de someter a vuestra consideración la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus Protocolos Suplementarios Números 1 y 2,  todos adoptados en París, el 14 de diciembre de 1960. 

I. ANTECEDENTES.

La Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) fue fundada en 1961 y constituye un foro que es único en su especie, en el cual los Gobiernos de los países Miembros pueden comparar sus experiencias, buscar respuestas a problemas comunes, identificar las mejores prácticas y trabajar para coordinar políticas económicas y sociales.

La OCDE tiene como objetivo promover políticas destinadas a apoyar el crecimiento económico sustentable, estimular el empleo, incrementar los niveles de vida, mantener la estabilidad financiera, ayudar al desarrollo económico de otros países y contribuir al crecimiento del comercio mundial.

El trabajo de la OCDE abarca prácticamente todo el espectro de las políticas gubernamentales, con la sola excepción del sector de defensa. Entre los temas abordados por el trabajo de la OCDE, podemos señalar los siguientes: biotecnología, ciencia e innovación, combate a la corrupción, comercio internacional, desarrollo sustentable, educación, finanzas e inversión, gobierno corporativo, impuestos, medio ambiente, seguros y pensiones, y tecnologías de la información y de las comunicaciones.

II. SIGNIFICADO DEL INGRESO A LA OCDE.
El ingreso de Chile a la OCDE representa un reconocimiento a la calidad de las políticas públicas que Chile ha implementado desde hace décadas. 
Al revisar los informes que emitieron los distintos comités de la Organización que examinaron las políticas chilenas, el Consejo de la OCDE concluyó que dichas políticas cumplían con los altos estándares recomendados a sus Miembros y, por tanto, unánimemente decidió invitar a Chile a ser Miembro el pasado 15 de diciembre. Chile participó por más de una década como observador en varios comités y grupos de trabajo, lo que significó, por una parte, que las políticas chilenas en varias áreas, fueran conocidas por la Organización y, por otra parte, que sus recomendaciones ya fueran consideradas por Chile en el diseño de nuestras políticas. Es por ello, que de los cinco países escogidos para iniciar conversaciones con miras a ingresar a la OCDE, Chile fue el primero en ser invitado.

Pertenecer a la OCDE conlleva una serie de beneficios para Chile y sus ciudadanos. Chile será un país más transparente, donde sus políticas públicas, en ámbitos tan diversos como educación, innovación, medioambiente, gobierno corporativo y finanzas e inversiones, serán más efectivas y de mejor calidad. El país podrá comparar sus experiencias con las de los demás miembros, aprendiendo de la experiencia de ellos y aportando desde la experiencia chilena. Chile será medido conforme a un estándar más alto, lo cual representa un desafío y una oportunidad para mejorar nuestras prácticas.

En distintas áreas la OCDE nos exigirá más, como por ejemplo en materia de estadísticas. La OCDE recopila estadísticas de sus miembros de una manera estandarizada para hacer el monitoreo de las economías y el análisis comparativo. Por ello, tendremos que perfeccionar nuestra recopilación de estadísticas y ponerla al nivel de países más desarrollados. Mejores estadísticas nos permitirán tener un conocimiento más exhaustivo de la realidad nacional, lo cual se traducirá en un diseño y aplicación más efectiva de nuestras políticas, entre ellas, las sociales.

En esta primera década del Siglo XXI, algunos de los desafíos globales que deberemos abordar están claros. Estos son eliminar la pobreza, mejorar la calidad de vida de nuestros ciudadanos, enfrentar el problema del cambio climático, mantener la estabilidad económica y financiera, entre otros. La OCDE nos ayudará a comprender estos desafíos y a diseñar estrategias para enfrentarlos a través del intercambio de ideas y experiencias, utilizando siempre la cooperación como mecanismo de acción. Al mismo tiempo, Chile podrá aportar a estos debates la perspectiva de un país latinoamericano que aún no tiene el nivel de desarrollo de la mayoría de los países OCDE.

Como Miembro de OCDE, Chile podrá participar en la discusión de las mejores prácticas, en igualdad de condiciones frente a otros Miembros con economías varias veces el tamaño de la chilena, aportando su visión y experiencia. Hasta ahora hemos sido meros observadores de ese proceso. Como miembros, en cambio, seremos actores.

III. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DE LA CONVENCIÓN.
1. Estructura de la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos.
La Convención se encuentra estructurada sobre la base de un Preámbulo, en donde se consignan los motivos que tuvieron las Partes para adoptarla, y 21 artículos que contienen las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo. 

2. Objetivos de la Organización.
En el Preámbulo de la Convención, las Partes consideraron que la fortaleza y la prosperidad de la economía son esenciales para alcanzar los objetivos de las Naciones Unidas, salvaguardar las libertades individuales y aumentar el bienestar general; que pueden impulsar más eficazmente esos objetivos a través del fortalecimiento de la tradición de cooperación que se ha desarrollado entre ellos; y que una cooperación más amplia constituirá una contribución esencial en las relaciones pacíficas y armoniosas entre los pueblos del mundo.

Igualmente, reconocieron la creciente interdependencia de sus economías, decidiéndose  a utilizar más eficazmente sus capacidades y  potencialidades, para promover el más alto crecimiento sostenible de sus economías y aumentar el bienestar económico y social de sus pueblos.

Asimismo, resaltaron que las naciones económicamente más desarrolladas, utilizando sus mejores esfuerzos, deben cooperar para asistir a los países en proceso de desarrollo económico, siendo la intensificación de la expansión del comercio mundial uno de los factores más importantes para favorecer el auge de las economías de los distintos países y mejorar las relaciones económicas internacionales. 

Así, los objetivos de la Organización de Cooperación y de Desarrollo Económicos son los siguientes: i) lograr el máximo crecimiento económico sostenible y del empleo y el aumento del nivel de vida en los países Miembros, manteniendo la estabilidad financiera y contribuir así al desarrollo de la economía mundial; ii) contribuir a una sana expansión económica en los países Miembros así como en los no Miembros en proceso de desarrollo económico, y iii) contribuir a la expansión del comercio mundial sobre una base multilateral, no discriminatoria, conforme a las obligaciones internacionales (artículo 1°).

3. Compromisos y medidas.

Para alcanzar los objetivos de la Organización, sus Miembros a) promoverán la utilización eficiente de sus recursos económicos; b) en el terreno científico y técnico, promoverán el desarrollo de sus recursos, fomentarán la investigación y promoverán la formación profesional; c) seguirán políticas diseñadas para lograr el crecimiento económico y la estabilidad financiera interna y externa y para evitar sucesos que puedan poner en peligro sus economías o las de otros países; d) continuarán los esfuerzos para reducir o suprimir los obstáculos a los intercambios de bienes y de servicios y a los pagos corrientes y para mantener y  ampliar la liberalización de los movimientos de capital, y e) contribuirán al desarrollo económico tanto de los países Miembros como de los no miembros en proceso de desarrollo económico, a través de los medios apropiados, y en particular, a través de la afluencia de capitales a esos países, considerando la importancia para sus economías de recibir asistencia técnica y asegurar una ampliación de los mercados de exportación (artículo 2°). 
A su vez, como medidas necesarias para alcanzar los referidos objetivos y compromisos, señalan que deberán mantenerse informados mutuamente y proporcionar a la Organización la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones; consultarse continuamente, efectuar estudios y participar en proyectos aceptados de común acuerdo; y cooperar estrechamente y cuando sea apropiado llevar a cabo acciones coordinadas (artículo 3°).

4. Decisiones, Recomendaciones y Acuerdos.

La Organización podrá tomar decisiones que, salvo disposición en contrario, serán obligatorias para todos los Miembros -conforme al artículo 4°, Miembros de la Organización son las Partes Contratantes-, hacer recomendaciones a los Miembros y concluir acuerdos con sus Miembros, con Estados no miembros y con organizaciones internacionales el fin de alcanzar sus propósitos (artículo 5°).

El mecanismo de adopción de las decisiones exige que, a menos que la Organización acuerde lo contrario por unanimidad para casos especiales, las decisiones sean adoptadas de mutuo acuerdo por todos los Miembros, al igual que las recomendaciones. En tal proceso, cada Miembro dispondrá de un voto. Si un Miembro se abstiene de votar una decisión o una recomendación, tal abstención no invalidará la decisión o recomendación, la que será aplicable a los demás Miembros, pero no al Miembro que se abstiene. 

Por último, se agrega que ninguna decisión será obligatoria para Miembro alguno hasta que no haya cumplido con los requerimientos de sus procedimientos constitucionales. Los otros Miembros podrán acordar que la decisión se les aplique provisionalmente (artículo 6°).

5. Aspectos orgánicos de la Organización.

a. El Consejo.

La Organización cuenta con un Consejo, compuesto por todos los Miembros, el cual es el órgano del que emanan todos los actos de la Organización. Éste, podrá reunirse a nivel de Ministros o de Representantes Permanentes (artículo 7°).

El Consejo designará anualmente a un Presidente, que presidirá las reuniones a nivel ministerial, y a dos Vicepresidentes. El Presidente podrá ser designado para desempeñar el cargo por un periodo consecutivo adicional (artículo 8°). 
Además, el Consejo podrá constituir un Comité Ejecutivo y los órganos subsidiarios que sean necesarios para alcanzar los objetivos de la Organización (artículo 9°). 

b. Secretario General y Secretarios Generales Adjuntos o Asistentes.

El Secretario General, es el responsable ante el Consejo y nombrado por éste, por un periodo de cinco años. Será asistido por uno o varios Secretarios Generales Adjuntos o Asistentes, nombrados también por el Consejo, por recomendación del Secretario General. Dicho Secretario General presidirá las reuniones del Consejo a nivel de Representantes Permanentes, asistirá al Consejo por todos los medios adecuados y podrá someter propuestas al Consejo o a cualquier otro órgano de la Organización (artículo 10). Igualmente, el Secretario General nombrará al personal necesario para el funcionamiento de la Organización conforme a los planes de organización aprobados por el Consejo. En atención al carácter internacional de la Organización, el Secretario General, los Secretarios Generales Adjuntos o Asistentes y el personal no solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún Miembro de la Organización, ni de ningún gobierno o autoridad fuera de la Organización (artículo 11).

6. Comunicados y relación con Estados no miembros, organizaciones y con las Comunidades Europeas.

La Organización puede, en las condiciones y términos que determine el Consejo puede dirigir comunicados a Estados no miembros y organizaciones; establecer y mantener relaciones con Estados no miembros y organizaciones; e invitar a gobiernos no miembros y a organizaciones a participar en actividades de la Organización (artículo 12).

En relación la representación en la Organización de las Comunidades Europeas, creada por los Tratados de París y Roma de 18 de abril de 1951 y 25 de marzo de 1957, respectivamente, se preceptúa que ésta será conforme a lo establecido en el Protocolo Suplementario Número 1 a esta Convención.

7. Relación con la Organización para la Cooperación Económica Europea.

El artículo 15 indica que al entrar en vigor esta Convención, la reconstitución de la Organización para la Cooperación Económica Europea producirá efecto y sus objetivos, órganos, poderes y nombre serán desde ese momento los que se prevén en la presente Convención. Asimismo, que la personalidad jurídica que posee esta última continuará en la Organización, pero las decisiones, recomendaciones y resoluciones de la Organización para la Cooperación Económica Europea requerirán la aprobación del Consejo para ser aplicables después de la entrada en vigor de la presente Convención.

8. Decisión de invitar a otros Gobiernos a adherirse a la Convención.

El Consejo podrá invitar a cualquier Gobierno que esté preparado para asumir las obligaciones de Miembro, a adherirse a la presente Convención. Esta decisión debe ser tomada por unanimidad. No obstante, el Consejo podrá por unanimidad decidir en un caso particular la posibilidad de abstención, en cuyo caso no obstante las disposiciones del artículo 6, la decisión se aplicará a todos los Miembros. La adhesión tendrá efecto desde el momento en que se deposita el instrumento de adhesión ante el Gobierno depositario (artículo 16).

9. Otras disposiciones.
El mecanismo de entrada en vigor de la Convención corresponde al depósito del instrumento de ratificación, y se regula en el artículo 14 de la Convención. Sin perjuicio, como se expresara, de la adhesión para aquellos Gobiernos invitados a integrarse a la Organización. El Gobierno de la República Francesa fue el designado como depositario. 

Por último, los artículos 17, 18, 19, 20 y 21 aluden, respectivamente, a la posibilidad de denuncia de la Convención, a la sede de la Organización, que está en París, a que la capacidad jurídica de la Organización y los privilegios, exenciones e inmunidades de la Organización, de sus funcionarios y de los representantes de sus Miembros se regirán por lo establecido en el Protocolo Suplementario Número 2 de esta Convención, al presupuesto anual y gastos generales de la Organización y a las notificaciones que debe efectuar el depositario de la Convención.

IV. PROTOCOLOS SUPLEMENTARIOS NÚMEROS 1 Y 2. 
El Protocolo Suplementario Número 1 dispone que la representación en la Organización de Cooperación y de Desarrollo Económicos de las Comunidades Europeas, establecida por los Tratados de París y de Roma de 18 de abril de 1951 y 25 de marzo de 1957, se  regirá conforme a las disposiciones institucionales de esos tratados. A su vez, dicho Protocolo Suplementario indica que las Comisiones de la Comunidad Económica Europea y de la Comunidad Europea de Energía Atómica, así como la Alta Autoridad de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, participarán en los trabajos de esta Organización.
Seguidamente, el Protocolo Suplementario Número 2 atribuye capacidad jurídica a la Organización, la que a su vez gozará de privilegios, exenciones e inmunidades, los mismos que se reconocen a sus funcionarios y los representantes de sus Miembros. Así se prevé que: i) en el territorio de las Partes Contratantes del Convenio de Cooperación Económica Europea de 16 de abril de 1948, de la capacidad jurídica, de los privilegios, exenciones e inmunidades previstos en el Protocolo Suplementario Número 1 a esta Convención; ii) en Canadá, de la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades previstos en cualquier acuerdo o arreglo sobre la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades que se establezcan entre el Gobierno de Canadá y la Organización; iii) en Estados Unidos, de la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades previstos en la Orden Ejecutiva número 10.133 de 27 de junio 1950, conforme a las disposiciones de la “International Organizations Immunities Act”; y iv) en cualquier otro país, de la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades previstos en cualquier acuerdo o arreglo sobre la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades que se acuerde entre el Gobierno interesado y la Organización.
De conformidad con este Protocolo, el Gobierno de la República de Chile y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos suscribieron, en París, el 28 de mayo de 2009, el Acuerdo sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados a la Organización, el cual será sometido igualmente a la aprobación de este H. Congreso Nacional.
V. CONDICIONES DE ACCESO DE CHILE A LA ORGANIZACIÓN. 
Una de las características fundamentales de la OCDE es que sus instrumentos jurídicos no son de naturaleza coercitiva, sino que aspiran a que los países miembros mejoren gradualmente sus políticas públicas en el tiempo, como resultado de un proceso reflexivo, no impositivo, de acuerdo a la situación específica de cada país. Así, las decisiones y recomendaciones de la OCDE obligan a los Estados Miembros a adecuar su ordenamiento jurídico a éstas, de manera de hacerlas ejecutables.

Por ello también, es que se permite que la aceptación de los instrumentos jurídicos de la Organización por parte de Chile pueda estar sujeta a reservas, ser objeto de declaraciones, comentarios o exclusiones, o bien se sujete a modalidades como la adopción de plazos de implementación.

Así, resulta relevante tener presente las particulares condiciones de acceso de Chile a la OCDE y el proceso que debió desarrollarse para ello.

La decisión de la OCDE de invitar a Chile a adherir a la Organización fue el resultado de un proceso complejo que se inició el 16 de mayo de 2007, cuando el Consejo de Ministros de la Organización adoptó una Resolución en que se solicitó al Secretario General que iniciara conversaciones para el ingreso de nuevos miembros, entre los que se incluía a nuestro país. 
El mecanismo de ingreso y los hitos más relevantes para completar los procedimientos de adhesión a la Convención de la OCDE, fueron recogidos en la llamada hoja de ruta  para la adhesión de Chile a la Convención OCDE (Roadmap), adoptada por el Consejo con fecha 30 de noviembre de 2007. El objetivo de la hoja de ruta fue facilitar el proceso y analizar el compromiso de los países candidatos con los valores fundamentales de la Organización. 
10. Memorándum inicial de Chile.
Tras recibir la hoja de ruta, el primer paso de nuestro país para adherir a la OCDE, fue pronunciarse respecto de todos los instrumentos legales sustantivos adoptados a la fecha por ésta. La posición de Chile fue recogida en un documento inicial (Initial Memorandum) presentado al Secretario General de la OCDE en que se especificó la forma en que Chile aceptaba los compromisos y obligaciones contenidos en los instrumentos de la OCDE.
Además, el proceso incluyó reuniones con distintos Comités que funcionan al interior de la Organización. En estos Comités se discutió el contenido de los instrumentos y la posición de Chile frente a los mismos, así como las políticas económicas generales y políticas en áreas claves de la economía implementadas por nuestro país. Entre estos instrumentos destacan dos Decisiones de la OCDE conocidas como los Códigos de Liberalización, donde la posición de Chile debía reflejar el estado de la legislación y regulaciones vigentes en nuestro país. 
La importancia del pronunciamiento de Chile frente a tales instrumentos radica en que delimita y contextualiza la aceptación de Chile y su cumplimiento de todos los instrumentos aprobados por la OCDE.  
11. Invitación y Declaración Final de Chile

Finalmente, con fecha 15 de diciembre de 2009, el Consejo de la OCDE adoptó la decisión de invitar a nuestro país a acceder a la Convención de la OCDE que hoy se presenta a aprobación de este H. Congreso. Esta decisión consideró, por una parte, todo el proceso reseñado anteriormente y, por otra, especialmente, la posición final de Chile frente a los instrumentos OCDE vigentes, la que fue recogida en la llamada Declaración Final del Gobierno de la República de Chile (Final Statement), de fecha 19 de noviembre de 2009, relativa a la aceptación de nuestro país de las obligaciones de membresía en la Organización.
Esta Declaración Final consigna la posición definitiva de nuestro país respecto de la aceptación de las obligaciones de membresía en la OCDE, pronunciándose respecto de todos y cada uno de los instrumentos de la OCDE en los que Chile resolvió efectuar comentarios, observaciones o reservas y constituye parte integral del proceso de ingreso a la Organización. Esta Declaración Final deja constancia que Chile, con el depósito de la Convención de la OCDE, asume las obligaciones de membresía, las que incluyen la aceptación de los instrumentos legales vigentes a la fecha de invitación de Chile, pero sujeto a los términos y condiciones señalados en los anexos de la misma Declaración. De esta forma, la aceptación no es pura y simple. Las obligaciones contenidas en tales instrumentos se encuentran supeditadas a la declaración final efectuada por Chile (Final Statement), y deben ser interpretadas a la luz de ésta, tal como a continuación se explica.

Así, el Anexo 1 de la Declaración recoge todas las observaciones realizadas por Chile respecto de los instrumentos vinculantes de la OCDE. Se trata, desde luego, de observaciones que se limitan a hacer presente una situación fáctica o normativa que condiciona o caracteriza el cumplimiento de las recomendaciones por parte de Chile. Por ejemplo, indicar que ninguno de los países vecinos de Chile pertenece a la OCDE, o el establecimiento de plazos para cumplir con determinadas recomendaciones. 
La misma lógica se observa respecto de los demás anexos de la Declaración, los que se relacionan principalmente con los llamados Códigos de Liberalización de la OCDE, donde los países miembros se comprometen a fomentar la libre circulación de los capitales, inversiones y servicios de manera similar a lo que normalmente se acuerda en los Capítulos de Servicios e Inversiones de los Tratados de Libre Comercio, estableciéndose los principios de trato nacional y no discriminación entre los países miembros de la OCDE y en donde al igual que los Tratados Comerciales, el compromiso de apertura, transparencia y no discriminación es sólo con carácter futuro, permitiéndose a Chile listar todas las medidas vigentes que no sean consistentes con las obligaciones de liberalización de los Códigos. Por ello, Chile ha efectuado tal listado que los Códigos admiten para evitar contradicciones normativas.

La Declaración Final fue el resultado de un largo trabajo, que involucró no sólo la participación en múltiples Comités y reuniones en la OCDE, sino también una ardua labor interna de consultas a todos los organismos nacionales con competencias en las materias objeto de regulación por los instrumentos. Al respecto, se pueden citar las consultas efectuadas al Banco Central de Chile sobre materias vinculadas al ejercicio de sus funciones y atribuciones, cuya posición fuera fijada por Acuerdo de su Consejo (Acuerdo Nº 1451-04-081211) e incorporada en tales términos a la Declaración. 

Esta Declaración Final será hecha presente nuevamente ante la ODCE, al momento del depósito del instrumento de adhesión, a través de una declaración interpretativa, no obstante que la misma ya ha sido considerada por la OCDE al invitar a nuestro a país a integrarse a ella.

En efecto, el Gobierno de la República de Chile, en el Instrumento de Adhesión que depositará, en su oportunidad, ante el Gobierno de la República Francesa, en su calidad de Depositario de la Convención a que se refiere este Mensaje,  formulará una declaración en el sentido que la adhesión a la misma “se realiza en las condiciones expresadas en la Declaración Final del Gobierno de Chile, de fecha 19 de noviembre de 2009, relativa a la aceptación de las obligaciones de membresía en la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos, que se dan por reproducidas”. 

En consecuencia, nuestro ordenamiento jurídico vigente, se encuentra resguardado ante la OCDE, y se garantiza que la aplicación de los instrumentos OCDE, a partir de la aprobación de la Convención no signifique la modificación de las normas legales vigentes al momento de la incorporación. De esta forma, la existencia de la Declaración Final cumple un doble rol; por una parte permite a la OCDE conocer la posición exacta de Chile respecto de los actos e instrumentos vigentes, y por otra, permite que la aceptación de los mencionados instrumentos se haga de manera consistente con la legislación actual vigente, frente a la OCDE. 
Este mecanismo para implementar las obligaciones de adhesión a la OCDE es únicamente referido a los instrumentos vigentes. A futuro, una vez que Chile sea miembro pleno de la Organización participará en igualdad de condiciones con los demás países miembros (un país, un voto) en la elaboración y aprobación de los instrumentos, pudiendo aceptarlos en su totalidad o sujetos a distintos tipos de declaraciones, reservas, comentarios o calendarios de implementación, e incluso, pudiendo rechazarlos en determinadas circunstancias, todo lo cual se implementará de acuerdo a los procedimientos legales internos vigentes en nuestro país. A medida que las prácticas o los procesos de aplicación normativa lo exijan, se dictará la normativa correspondiente para hacer ejecutables las recomendaciones y decisiones de la OCDE, cuando corresponda.
En mérito de lo expuesto y atendido que la adhesión a la presente Convención y sus Protocolos significará un gran avance para nuestro país, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

P R O Y E C T O   D E   A C U E R D O:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse la “Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus Protocolos Suplementarios Números 1 y 2”,  todos adoptados en París, el 14 de diciembre de 1960.”.
Dios guarde a V.E.,


MICHELLE BACHELET JERIA

Presidenta de la República


ANGEL FLISFISCH FERNANDEZ

Ministro de Relaciones Exteriores (S)


ANDRÉS VELASCO BRAÑES


Ministro de Hacienda

JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY


Ministro 


Secretario General de la Presidencia 

